Estudio de Factibilidad para la Creación de un Fondo Regional Post-Desastres




Resumen ejecutivo

Objetivo: desarrollar un estudio de factibilidad de un Fondo Regional Post- Desastre en la AEC y un borrador de propuesta de proyecto, el cual complementaría y no duplicará, las iniciativas existentes en la región del Gran Caribe.

La metodología. CIESA utilizó la siguiente metodología para abordar el estudio: A) un análisis de los acuerdos formales emanados de las reuniones de la Asociación de Estados del Caribe relativas al Fondo Regional. B) Con base en la búsqueda, depuración y procesamiento de información existente, con el objeto de analizar la necesidad de un instrumento como el fondo propuesto, se realizó por primera vez para el Gran Caribe un análisis econométrico sobre las pérdidas económicas, por tipo de evento y subregión de la AEC, y además se ensayaron diferentes métodos de proyección de pérdidas económicas en términos reales y nominales hasta el 2020. C) Con base en identificación y revisión de información existente, incluyendo estudios realizados bajo la coordinación de la Dirección de Desastres de la AEC, se elaboró un análisis de perfil de capacidad institucional y estado de la prevención y la reconstrucción de desastres como políticas publicas en el Gran Caribe.

Adicionalmente, D) se diseñó y desarrolló un trabajo de campo consistente de dos fases: D.1) La primera, consistió en el diseño de las boletas de recolección de información. Se diseñaron tres boletas, la primera para Ministerios, Oficinas de Emergencia y Fondos Nacionales; los cuales fueron enviados a través de la AEC a todos los países miembros; la segunda para organismos de coordinación subregional, como CEPREDENAC y CDERA; y la tercera destinada a la Banca Internacional de Desarrollo y Organismos de Cooperación Internacional. D.2) La segunda fase de campo consistió de misiones-país de los consultores internacionales de CIESA, que cubrieron los países acordados con la Dirección de Desastres, tanto en el CARICOM, como el MCCA, el G-3 y no agrupados. En cada una de estas misiones se desarrolló una agenda de entrevistas a responsables de Oficinas de Emergencia, entendiéndose estas como oficinas de prevención, mitigación y atención de desastres, así como a funcionarios de los Fondos Nacionales de esos países. Para el trabajo de campo se recibió el valioso apoyo de la Dirección de Desastres de la AEC; y en mayo se realizó una reunión de coordinación del proyecto y posteriormente se envió el primer informe de avance del proyecto, y se ha mantenido una coordinación permanente durante del desarrollo de la investigación.

E) En total se recibieron 36 boletas, provenientes de 17 países, lo que representa el 64% de los Estados Miembros de la AEC, el 33% de los Miembros Asociados, y el 60% de todos los Miembros de la AEC. Se enviaron boletas a 13 instituciones de la Banca Internacional y organismos de cooperación. F) Con base en la codificación, tabulación, y análisis de esas información se realizó un análisis de Fondos Nacionales; del financiamiento de los desastres por subregión de la AEC; de la percepción y nivel de apoyo al proyecto de creación de un Fondo Regional Post-Desastre, y la detección de las principales características requeridas por Ministerios y Oficinas de Emergencia para utilizar y potenciar un Fondo de forma que el mismo responda a las condiciones de los países de la región del Gran Caribe. G) A su vez, se realizó un análisis de condiciones y percepciones de la banca internacional sobre el Fondo. Adicionalmente, H) CIESA realizó un análisis de estado de políticas públicas relativas a la reducción de vulnerabilidad en los países del Gran Caribe y el uso de instrumentos de transferencia y distribución de riesgos. I) A su vez, se analizaron las principales estrategias de financiamiento bilaterales y a nivel subregional, y las implicaciones para un Fondo como el propuesto. J) CIESA aplicó un análisis FODA sobre la iniciativa del fondo a los entrevistados, a partir del cual se realizó un análisis por subregión, a partir del cual se desarrolla un FODA para el Gran Caribe.

K) CIESA, con base en la proyección de pérdidas nominales por desastres para la AEC, estimó un modelo econométrico con fines de proyección, y con base a estas realizó la determinación de diferentes Tamaños de Fondo Alternativos, con el objeto de cubrir diferentes niveles de pérdidas económicas por desastres en el Gran Caribe (desde un 5% hasta el 100%). L) Con base en las proyecciones y los posibles escenarios de tamaño, CIESA diseñó y aplicó un modelo financiero para estimar tres posibles cuotas requeridas a cubrir por la AEC, con el objeto de crear un fondo constitutivo, y con base en la importancia relativa de las pérdidas por país, se estimaron cuotas financieras por país requeridas por el fondo. M) Adicionalmente, CIESA consideró elementos de desarrollo de los países, con el objeto de estimar una cuota socioeconómica que reflejará nivel de desarrollo y, por ende, aproximara la capacidad de pago de los países, para lo cual se utilizó el Índice de Desarrollo Humando (IDH). N) A partir de lo anterior, CIESA indica los posibles montos de financiamiento a solicitar a la banca internacional de desarrollo, tanto si se trata de un Fondo de Prevención y Mitigación (incluida la pre-inversión) o uno de Reconstrucción.

O) El estudio también revisa y analiza fondos y facilidades financieras disponibles en el Gran Caribe, su nicho de financiamiento, las ventajas y desventajas de un Fondo de Reconstrucción o uno de Prevención y Mitigación; así como sugiere alternativas para la organización y estructura del Fondo así como para sus principales aspectos operativos. P) CIESA, también realizó un análisis de sostenibilidad y rentabilidad del Fondo. Este resumen ejecutivo se focaliza sobre los principales resultados de la investigación.

Principales resultados de la investigación
1. Análisis de acuerdos AEC y de iniciativas complementarias. Al analizar los acuerdos tomados en el seno de la AEC y el Comité Especial de Desastres con el objeto de analizar la viabilidad de crear un fondo regional de reconstrucción post-desastres, CIESA encontró una  amplia consonancia con iniciativas de organismos internacionales, como DIRDN, ICARISK, la Iniciativa Mesoamericana de Prevención y Mitigación de Desastres del Plan Puebla Panamá, y su iniciativa de desarrollo de mercados de seguros para riesgos de catástrofes, el proyecto ICAROS del DIRDN, acuerdos presidenciales y organismos subregionales de coordinación. De esta manera, se encuentra en esta iniciativa una clara visión sobre la necesidad de emprender acciones conjuntas, para la reducción de la vulnerabilidad regional que evidencia la adopción de resoluciones y compromisos – a nivel técnico y político – para avanzar en esa dirección. En particular debido al hallazgo de que la gran mayoría de países del Gran Caribe carecen de mecanismos financieros consolidados para la reducción de vulnerabilidad, y a la experiencia reciente de grandes desastres, se corrobora la necesidad de la promoción de actividades de fortalecimiento de esta novedosa iniciativa del Fondo para la región.

2. Estimación del impacto económico de los desastres. La estimación más conservadora del impacto económico de los desastres en el Gran Caribe muestra que los países del Gran Caribe han experimentado pérdidas económicas promedio de casi un USD 1 billón (constantes de 1998) –pudiendo aún conservadoramente llegar hasta los USD 3 billones/año--durante el periodo 1970-2002. De mantenerse la actual trayectoria, con la actual tasa geométrica de crecimiento de la presencia anual de desastres de un 4%, se proyecta que en tan solo en un plazo de 15 años (para el año 2018), se habrá duplicado el número de eventos reportados y las pérdidas económicas sufridas durante un periodo de treinta años. Es decir, una estimación conservadora indica que el impacto se duplicará en la mitad del tiempo. Las pérdidas económicas debidas al impacto de los terremotos ocupan el primer lugar (41%), seguida de cerca por huracanes y tormentas (35%), y en tercer lugar, más lejos, un 8% por inundaciones. La incidencia sobre la población varía sustancialmente: el impacto de huracanes y tormentas concentra al 40% de las personas afectadas, seguido por inundaciones (29%), y hasta el tercer lugar con menos del 12% aparecen los terremotos. Nótese que, las sequías han generado casi el 10% de los afectados. La investigación, además, encontró importantes diferencias en los niveles de vulnerabilidad de las subregiones. Los países continentales han tenido un importante impacto debido a terremotos y sismos, así como huracanes y tormentas tropicales, y las subregiones insulares de la AEC se han visto muy afectadas por huracanes y tormentas tropicales, principalmente. La evolución de las pérdidas económicas en la AEC se ha comportado de manera irregular en el periodo bajo estudio. Durante los primeros 15 años las pérdidas económicas en términos reales fueron relativamente bajas en comparación de los años posteriores, para 1970-84 estas ascendieron a poco menos de 5 mil millones de dólares, incrementándose para el quinquenio 1985-89 a cerca de 12 mil millones de dólares. Para el quinquenio 1995-99 las pérdidas  fueron del orden de 9 mil millones de dólares. Durante los últimos 3 años (2000-2003), las cifras por pérdidas económicas ocasionadas por eventos naturales ascienden a más de 600 millones de dólares, de las cuales más de 400 millones de dólares corresponden a huracanes y tormentas (cerca del 67%).
3. Las políticas públicas para la reducción del vulnerabilidad. Se encontró que la región ha iniciado un proceso dinámico a nivel de las instancias subregionales de coordinación de los aspectos de prevención y mitigación sectoriales. En ese sentido se observan iniciativas específicas, así como “Marcos Estratégicos” en las subregiones promovidos por CEPREDENAC, CDERA, la Región Mesoamericana, Reuniones de Presidentes, Comisiones Sectoriales subregionales, y algunas políticas específicas en proceso en los sectores de transporte, salud y educativo. Sin embargo, estas no se han internalizado en los planes nacionales de desarrollo, aunque se observa un progreso en esa dirección. A pesar de que algunas de estas iniciativas subregionales han generado proyectos con el objeto de “desarrollar mercados de seguros para riesgos por catástrofes”, la mayoría son temporalmente puntuales, con cobertura a escala meso y aún no han materializado resultados.

4. Se concluyó que, a pesar de que existe en las subregiones el reconocimiento de tratar el tema de los desastres de forma integral como un problema de desarrollo, la vinculación del sistema financiero y, uso de instrumentos para la distribución temporal y espacial de riesgos, ha quedado de lado. Prácticamente en ningún país existe una política pública que ofrezca un financiamiento sostenido para enfrentar los desastres, lo cual en esencia significa que sin ella no habrá una estrategia efectiva para que la región minimice el impacto de los desastres sobre el desarrollo humano sostenible. Esto visualiza un vacío crucial en la política pública del financiamiento de la región. Todo lo anterior, indica que en estos términos el uso de instrumentos financieros, como el fondo propuesto o la promoción de otras variedades, sea para la prevención, mitigación, y reconstrucción, podría generar en la Región importantes rentabilidades socioeconómicas, en particular si cumple eficientemente su papel de distribución de riesgos, con un funcionamiento transparente y técnico en su operación. En otras palabras, vendría a saldar parte de esta deficiencia detectada en la política pública regional del manejo de los desastres en los planes de desarrollo. Apoyar en la ejecución de las políticas ya definidas en sectores como el agropecuario, transporte y educación, y a estimular el desarrollo de los seguros como un mecanismo financiero para la reducción del impacto de los desastres.
5. CIESA encontró que las pérdidas por habitante por subregiones y para el total de la región, han aumentando considerablemente, principalmente en el año del evento, y en particular para la región de los No Agrupados (durante el año de 1998, esta cifra superó los 200 dólares reales del 1998). Esa regularidad, a excepción de los saltos violentos durante años “desastrosos”, justifica económicamente la creación de un instrumento financiero que regule –suavice- dicho impacto a lo largo del tiempo y espacialmente, invirtiendo y capitalizando un fondo en épocas menos “desastrosos”, para enfrentar los periodos de desastres más agudos. Es decir, realizando una transferencia temporal de las necesidades financieras que imponen las contingencias en un momento. Sin embargo, ese enfoque no sería suficiente. Se requiere una inversión básica en prevención y mitigación que logre desplazar hacia abajo, por reducción de las pérdidas más que por incremento poblacional, y permita que la trayectoria de pérdidas económicas y sociales sea cada vez menor. Esto, nuevamente, ofrece una elevada demanda económica endógena de la región del AEC por un instrumento financiero como el propuesto.
6. Fondos Nacionales, percepción y tipo de demanda por un Fondo Regional. La composición de la muestra estudiada fue equilibrada, en la cual 18 instituciones corresponden a ministerios nacionales, lo que representa un 53% de la muestra; mientras que los organismos de emergencia nacionales tomados en la muestra suman 15 instituciones, un 44%; y una institución nacional. Esto corresponde a una muestra de 34 instituciones nacionales de la región de la AEC. La principal forma de financiamiento para los fondos nacionales es mediante los presupuestos nacionales o sus desvíos. Es importante señalar que ciertos países poseen más de una forma de financiamiento para el fondo. Si se suman la reconstrucción e infraestructura con vivienda, y en vista de que la necesidad de vivienda también requerirá para solventarse un proceso de rehabilitación y reconstrucción; la reconstrucción de infraestructura y vivienda ocuparía un primer lugar en el orden de necesidades apremiantes en el post-impacto; con poco menos de un 30%. De modo que si se generalizará este resultado a la AEC, el acuerdo para realizar un fondo para la reconstrucción post-impacto recibe una importante validación en términos agregados, ya que resulta la más apremiante necesidad o demanda insatisfecha post-impacto.
7. Un 23% de los consultados coincide en que el financiamiento de las operaciones post-impacto se realiza con Fondos Nacionales de Emergencia; en segundo lugar –con poco menos del 20%-- aparecen los fondos propios del Gobierno que son desviados para tal efecto, a lo cual si se le agrega la reorientación de inversión, se incrementa a poco más de un 24%. Es decir, el desvío de fondos, la reorganización de partidas del Gobierno y la reorientación de la inversión sería la principal forma a que efectivamente echan mano los países parar financiar el post-impacto. La cooperación internacional junto con las donaciones aparece hasta la tercera posición, ambas con un 14%. Si se unen estas dos, ocuparían un primer lugar, con un 28%, lo que, si se considera un reflejo para toda la AEC, indicaría que la cooperación internacional y donaciones juegan un importante papel en el financiamiento de las operaciones post-impacto.

8. Se nota en la región, una forma diferenciada en el tipo de institución responsable de coordinación, que desde las instancias de prevención, mitigación y manejo del desastres, hasta enfoques y arreglos sistémicos de coordinación. Un mayoritario 73.5% de respuestas negativas a la existencia de una política sobre seguros, muestra una situación, intuitivamente conocida en la región, de uso muy limitado de instrumentos y mecanismos financieros para la diversificación y transferencia de riesgo, en particular a través del mercado de seguros. Esto, ofrece un importante campo de acción en el cual podría operar un Fondo regional como el propuesto.
9. El 50% de las respuestas indicó que es frecuente que queden sectores o procesos pendientes de colaboración u organización para lograr su reconstrucción después de un desastre. Esto se evidencia principalmente en la región del MCCA (80%), CARICOM, (43%) y en No Agrupados (100%). Si se extienden los resultados a la región, esto muestra una demanda insatisfecha de recursos para reconstrucción post-desastre en la zona, lo cual vendría también a validar la necesidad –demanda– de un fondo post-desastres. Cuando se realiza un análisis por país, un contundente 100% de los consultados señalan directamente que el país presenta una demanda insatisfecha de recursos para la reconstrucción.

10. Entre las principales dificultades que los ministerios y/o secretarías así como los oficinas de prevención, mitigación y atención, tienen para el uso de los fondos, se encuentra la excesiva centralización de tramitación (cerca del 40% en ambos casos); seguido por dificultad de acceso al mismo. Los ministerios y secretarías del CARICOM lo atañen a una importante falta de capacidad y organización; a diferencia de los del MCCA que indican que el obstáculo mayor es la excesiva centralización y tramitación, lo cual es congruente con la percepción de las oficinas de emergencia, para el caso del MCCA; no así para el CARICOM, donde un importante número no contestó la razón. Un número medio, mayor al 40%, de instituciones consultadas ha considerado la posibilidad de la existencia de un fondo regional post-desastres. Por otro lado, un mayoritario 75% se manifiesta favorable ante la posibilidad del Fondo Regional. Solamente el 15% de las instituciones consultadas consideraron desfavorable la posibilidad de creación de dicho fondo. La mayoría de las instituciones consultadas perciben el Fondo Regional como un posible complemento de las oportunidades nacionales en la adquisición de fondos. Es interesante observar el grado de acuerdo entre instituciones: 80% de los Organismo de Emergencia lo consideran como un complemento y el 83% de los Ministerios o Secretarias también. El 82% de las instituciones manifestaron que un fondo regional ayudaría a disminuir la vulnerabilidad, tanto nacional como regional. Esta percepción es muy similar entre las Oficinas de Emergencia consultadas (80%), ministerios y secretarias nacionales (83%).

11. El proyecto de fondo regional fue percibido como un importante posible complemento, dada la escasez de fondos nacionales disponibles, así como mecanismo para potenciar las capacidades de negociación nacional. A pesar de -- la percepción mayoritaria de una demanda insatisfecha de reconstrucción post-desastre, el proyecto del fondo regional es percibido más como un instrumento para mejorar la reducción de la vulnerabilidad y el riesgo en los países. Un 25% anota consideraciones de prevención y mitigación, como la contribución complementaria de un eventual fondo regional, y un 10% consideraciones de desarrollo de infraestructura. Esto muestra, por parte de estas instituciones del Gran Caribe, una mayor expectativa de complemento hacia un fondo dedicado a aspectos preventivos y de preinversión que al financiamiento de la reconstrucción.

12. Análisis FODA del Fondo. Las principales fortalezas que externaron los entrevistados fueron, el acceso rápido a recursos para mitigación, prevención y reconstrucción, además de la creación de una política regional. Entre las debilidades se señalaron la forma de determinar las cuotas y asignación de los recursos a los países, así como la cobertura del fondo. Se señalaron como amenazas: la competencia que se podría generar entre países y organismos ya existentes; y como oportunidades se indican la creación de recursos para proyectos de mitigación, prevención y reconstrucción, asimismo que estos protegerían los presupuestos nacionales.

13. En síntesis, si se extiende el análisis de esta muestra a la AEC, se refleja una región que: a) ha considerado en un nivel medio la idea de un fondo regional, el cual mayoritariamente es percibido favorablemente y como una acción que complementaría fuertemente las de los países; b) podría potenciar el uso de instrumentos y mecanismos de distribución y transferencia de riesgos nacionales –i.e. seguros–; y permitiría una reducción importante de la vulnerabilidad de la región de la AEC. Que ha pesar de mantener una importante demanda insatisfecha de financiamiento para la reconstrucción post-desastre, percibe el Fondo con mayor expectativa si se dedica a financiar aspectos de (a) prevención, (b) mitigación y (c) preinversión, más que de reconstrucción post-desastre.

14. Análisis de nichos para el Fondo Regional. La reconstrucción post-desastre: es un nicho con importantes barreras de financiamiento, por el alto tamaño de recursos queridos, las cuotas que esto implicaría para los países y el hecho de que ya existe una banca internacional fuertemente posicionada en este nicho. Además, el funcionamiento al interior de los países, derivado del análisis de la consulta y las entrevistas realizadas, muestra que una importante cantidad de países no maneja el financiamiento de la reconstrucción a partir de su Fondo de Emergencia (en el caso de que este exista). Por el contrario, en muchos casos estas tareas son responsabilidad de las instancias sectoriales impactadas y su financiamiento se combina entre la recolocación de sus presupuestos internos; la reorientación y negociación de préstamos con la Banca Multilateral; y la cooperación no reembolsable de la Comunidad Internacional. Excepto casos muy limitados –como el de Centroamérica post-Mitch– las estrategias de reconstrucción son manejadas con criterios exclusivamente nacionales y locales, y las negociaciones de financiamiento externo se llevan a cabo de manera bilateral. En este sentido, las consultas realizadas también llevan a considerar que la creación de un Fondo Regional para la Reconstrucción, para ser viable tendría que ofrecer características sustancialmente más favorables que las existentes en la banca internacional de desarrollo que ya atiende ese nicho, por ejemplo: a) agilidad y flexibilidad en sus mecanismos de aprobación y desembolso; b) costos financieros más reducidos; c) criterios de contrapartida más flexibles y normativas y criterios jurídicos más apropiados a las condiciones de los países. Condiciones todas ellas con un alto grado de dificultad de lograr individualmente, y además de alinear sincronizadamente para potenciar la iniciativa del Fondo Regional.
15. Más aún si se considera que la consulta a la banca internacional de desarrollo evidencia cierto nivel de reserva en cuanto a la posición que asumirán sus instituciones en una eventual participación en el financiamiento para dicho Fondo; aunque en general la opinión de estos técnicos es que un Fondo como el que se propone podría llenar algunas de las falencias que actualmente existen para el financiamiento de actividades relacionadas con la prevención, mitigación, y reconstrucción asociada a los desastres naturales. 

16. La prevención, mitigación y pre-inversión es detectada como un nicho de mayor viabilidad para el Fondo Regional. El estudio indica que un eventual fondo regional dedicado a las tareas de Prevención y Pre-inversión presenta viabilidad financiera para de desarrollo, siempre y cuando los países aporten las cuotas. En primer lugar, la mayoría de las políticas regionales y nacionales privilegia estas acciones (reducción de vulnerabilidad) como mecanismos fundamentales para reducir los impactos y proteger las inversiones socioeconómicas de los países. En segundo lugar, es criterio común que los recursos disponibles para financiar las actividades de prevención son escasos. Ya se vio que, en opinión de los consultados, un fondo regional complementaría las oportunidades para la obtención de fondos fomentaría las tareas de planificación y prevención. Un 82% de los consultados considera que un fondo regional conllevaría un avance en la reducción de la vulnerabilidad de la región. Finalmente, pero muy importante, las cuotas requeridas para establecer un Fondo regional de prevención y mitigación son más realistas que las de un fondo para la reconstrucción.

17. El nicho de la respuesta y rehabilitación: cuenta ya con un conjunto de instituciones especializadas y posicionadas que lo atienden. Además, de que existen una serie de fondos de rápido desembolso, para apoyar a los países en estas tareas. El informe final detallada las principales opciones existentes en este sentido.

18. Fondos existentes. El estudio presenta una extensa lista de fondos y facilidades para las diferentes regiones o subregiones que son de particular interés para la iniciativa bajo estudio. Entre otros del BID; fondos nacionales de México, Colombia, Costa Rica y Haití, del PNUD, del Gobierno de Estados Unidos para el Caribe y Centroamérica, el Fondo Multilateral de Inversiones, entre otros. 

19. Posibles nichos específicos para el Fondo. Algunas ventajas en el nicho de la prevención y mitigación que se detectaron como interesantes para este fondo son: el desarrollo de herramientas integradas; la incidencia en políticas y proyectos regionales; los proyectos piloto y demostrativos; los proyectos de homologación; la priorización temática y el desarrollo de instrumentos de transferencia y reducción de riesgos; la pre-inversión como medio de promocionar el desarrollo de estudios que evidencien la rentabilidad socioeconómica de la reducción de la vulnerabilidad. El criterio de “lo regional” es un aspecto fundamental a ser clarificado en el proceso de definición de ventanas o sub-nichos que abordará el fondo. El informe final detalla diferentes posibilidades en ese sentido.

20. Análisis financiero del fondo Regional. La modelación de las pérdidas económicas nominales de la región, arroja una estimación de crecimiento exponencial, a una tasa anual del 11.5%. Los detalles de la modelación se presentan en el informe final. El análisis financiero para la constitución del fondo, se realizó con base en diferentes tamaños de fondos posibles para cubrir, el 5, 10, 15, 25, 50 y 100% de las pérdidas por desastres proyectadas para la región hasta el 2020. Según los estudios, un estimado del orden del 5-10% máximo, para financiar la prevención y mitigación  de una inversión es capaz de “ahorrar” la pérdida del 100% de un activo. Por tanto, los términos de constitución para cubrir el 5-10% de las pérdidas se estiman como tamaños de fondo anual para el caso de Fondo de Pre-iversión y Mitigación, uno de tamaño medio y otro de tamaño superior, respectivamente. En total se estimaron seis diferentes tamaños de fondo anual de prevención y mitigación. De la misma forma, un fondo de reconstrucción pequeño –relativo a las pérdidas totales proyectadas de la AEC- se estima del orden del 15%, y uno superior del orden del 100% de las pérdidas, con dos tamaños intermedios del 25 y 50%. Por tanto, para un Fondo de Reconstrucción post-desastre el análisis financiero estimó en total doce posibles tamaños de cuotas constitutivas. Esto genera 18 posibles escenarios, según se trate de un fondo constitutivo cuyos términos de constitución varían en progresión constante; aritmética o geométrica. Para un fondo de cuota constitutiva de prevención y mitigación requerido para cubrir el 5% y 10% de las pérdidas en promedio la AEC debería constituir un fondo con una cuota anual para toda la región en promedio de USD 227.8 y USD 455.6 millones respectivamente hasta el 2020. En el caso de un fondo de cuota constitutiva constante para reconstrucción post-desastre, del orden del 15, 20, 50 y 100%, la AEC requeriría como región reunir una cuota promedio anual de USD 683.4; USD 911.1; USD 2,227.9; USD 4, 555.7 millones, respectivamente. 

21. Las cuotas para el Fondo y el financiamiento. Se estimaron dos tipos de cuotas a nivel de países miembros de la AEC. La financiera, la cual básicamente distribuye la cuota anual requerida entre los países según su contribución relativa a las pérdidas totales desde 1970 hasta el 2002; y una cuota corregida por aspectos de condiciones de desarrollo del país, en la cual se utilizó el Índice de Desarrollo Humano, la cual ofrece un estimado “de la capacidad de pago relativa de los países”. La diferencia entre ambas cuotas ofrecen un estimado del tamaño de financiamiento requerido por el Fondo a la banca internacional, que cubriría a los países cuya cuota financiera es mayor que la cuota estimada incluyendo consideraciones de desarrollo humano. En este caso los países cuya cuota “con desarrollo humano” es mayor que la financiera, pagan su cuota financiera. El financiamiento anual estimado para el fondo, que se requeriría de la banca internacional de desarrollo, según este método, es del orden del USD 34 a USD 192 millones, según la pérdida proyectada a cubrir, del 5 al 10% para un fondo de prevención y mitigación; y del orden del USD 404, USD 621, hasta USD 1,951 millones para un fondo de reconstrucción, del orden del 15, 20, 50% de las pérdidas por cubrir, respectivamente. Una tercera posibilidad, denominada cuota solidaria, es una combinación entre ambos métodos. En esta posibilidad, los países que presentan una cuota “con desarrollo humano” mayor a la cuota financiera, colocarían financieramente, recursos en el fondo para financiar a los países menos desarrollados, y además la otra fracción del financiamiento provendría de financiamiento de la banca internacional. Todo lo anterior refuerza lo ya dicho anteriormente, sobre la importante barrera de entrada al nicho de financiamiento para la reconstrucción; y la conveniencia de que el fondo se ubique en el orden del 5-10% de las pérdidas, y que incluya financiamiento internacional, tal y como se detalló en el informe final.
22. Viabilidad financiera. El análisis financiero también incluye un análisis de sostenibilidad del fondo que indica que, bajo el diseño especificado, es financieramente viable –en función del margen financiero requerido, en términos de la inflación considerada la tasa a la cual podría captar recursos de la banca internacional de desarrollo– que indica que el fondo es financieramente viable. Es claro que sin el aporte de cuotas por los países el fondo no sería financieramente viable.
23. Organización y estructura del fondo. En caso de constituirse el fondo, CIESA sugiere que para dar respuesta a las consideraciones de las instituciones de la región de exceso de burocracia y lentitud, así como para responder a las características deseadas en un fondo de esta naturaleza expresadas por la banca internacional (en lo relativo a la necesidad de una institución responsable del fondo, que incluya la banca de desarrollo regional existente, así como otras instancias de coordinación) se requeriría que el fondo disponga de una estructura organizativa formal. Como alternativa, CIESA sugiere una Junta Consultiva del más alto nivel, compuesta ya sea por el Concejo de Ministros de Relaciones Exteriores o por un Concejo de Ministros de Hacienda, responsables por la definición de políticas del fondo. Al mismo nivel, pero de manera adjunta, estaría la banca internacional de desarrollo y organismos que estarían financiando el fondo y actuando como partes. En un segundo nivel una Junta Directiva, responsable de instrumentar la políticas. El fondo regional requeriría una auditoria así como una gerencia gestionadora, la cual tendrá puntos focales nacionales, que podrían funcionar de manera coordinada con los que ya cuenta la AEC en cada país. A ese mismo nivel estarían las entidades financieras ejecutoras, en la cual estarían la banca subregional interesada en participar como ejecutora del fondo. Finalmente, se agregan una dirección técnica y una administrativa.

24. Otras recomendaciones. Como recomendación adicional CIESA considera que para lograr lanzar una iniciativa de esta envergadura, aún en el caso de fondo de prevención del 5%, el proyecto requiere de: a) una importante tarea de gestión ante la banca internacional y regional de desarrollo, la cual se podría lograr a través de la preparación de reuniones técnicas de alto nivel, en las diferentes subregiones; y b) un avance significativo se lograría si la AEC gesta un proceso preparatorio que culmine en una reunión de Ministros de Hacienda, con el objeto de a lograr un acuerdo regional a ser presentado ante una reunión formal del BID y la banca internacional de desarrollo. Adicionalmente, c) una importante ventana de acción del Fondo estará en apoyar el desarrollo de instrumentos de transferencia y distribución de riesgos en los países de la región, y finalmente, d) el desarrollo de un estudio que muestre a los países las posibilidades de uso de instrumentos económicos con el objeto de lograr recursos endógenos para cubrir parcial o totalmente las cuotas.

25. Una Alternativa. Si los países no aportan las cuotas, una alternativa sería aprovechar los resultados de este estudio --que evidencian una importante necesidad en la región de gestión de reducción de la vulnerabilidad y fortalecimiento de los fondos nacionales-- y conformar un Fondo Regional de Gestión para la Reducción de la Vulnerabilidad. Un fondo de esta naturaleza generaría importantes rentabilidades socioeconómicas en la región. La estructura organizativa sugerida es básicamente la misma a la especificada, claro está proporcionada. La viabilidad financiera de esta opción estaría supeditada al financiamiento de la banca y la cooperación internacional.
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